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Nicaragua 

 

Constitución Política de la República de Nicaragua 

 

Artículo 5. (…) Los valores cristianos aseguran el amor al prójimo, la 

reconciliación entre hermanos de la familia nicaragüense, el respeto a la 

diversidad individual sin discriminación alguna, el respeto e igualdad de 

derecho de las personas con discapacidad y la opción preferencial por los 

pobres. […] 

 

Artículo 6. Nicaragua es un Estado independiente, libre, soberano, unitario e 

indivisible. Se constituye en un Estado Democrático y Social de Derecho, que 

promueve como valores superiores la dignificación del pueblo a través de su 

ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la 

responsabilidad social y, en general, la preeminencia de los Derechos 

Humanos, la ética y el bien común. Las ciudadanas y ciudadanos y la familia 

son elementos protagónicos en la toma de decisiones, planificación y gestión 

de los asuntos públicos del Estado. 

 

Artículo 16. Son nacionales: 

1. Los nacidos en el territorio nacional. Se exceptúan los hijos de extranjeros en 

servicio diplomatico, los de funcionarios extranjeros al servicio de 

organizaciones internacionales o los de enviados por sus gobiernos a 

desempehar trabajos en Nicaragua, a menos que optaren por la nacionalidad 

nicaragüense. 

2. Los hijos de padre o madre nicaragüense. 

3. Los nacidos en el extranjero de padre o madre que originalmente fueron 

nicaragüenses, siempre y cuando lo solicitaren después de alcanzar la mayoría 

de edad o emancipación. 

4. Los infantes de padres desconocidos encontrados en territorio nicaragüense, 

sin perjuicio de que, conocida su filiación, surtan los efectos que proceden. 

5. Los hijos de padres extranjeros nacidos a bordo de aeronaves y 

embarcaciones nicaragüenses, siempre que ellos lo solicitaren. 

 

Artículo 18. La Asamblea Nacional podrá declarar nacionales a extranjeros 

que se hayan distinguido por méritos extraordinarios al servicio de Nicaragua. 

 

Artículo 19. Los extranjeros pueden ser nacionalizados, previa renuncia a su 

nacionalidad y mediante solicitud ante autoridad competente, cuando 

cumplieren los requisitos y condiciones que establezcan las leyes de la materia. 
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Artículo 27. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a 

igual protección. No habrá discriminación por motivos de nacimiento, 

nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, religión, opinión, origen, 

posición económica o condición social. 

Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos que los nicaragüenses, 

con la excepción de los derechos políticos y los que establezcan las leyes; no 

pueden intervenir en los asuntos políticos del país. 

El Estado respeta y garantiza los derechos reconocidos en la presente 

Constitución a todas las personas que se encuentren en su territorio y estén 

sujetas a su jurisdicción. 

 

Artículo 56. El Estado prestara atención especial en todos sus programas a los 

discapacitados y los familiares de caídos y víctimas de guerra en general. 

 

Artículo 59. Los nicaragüenses tienen derecho, por igual, a la salud. El Estado 

establecerá las condiciones básicas para su promoción, protección, 

recuperación y rehabilitación. 

Corresponde al Estado dirigir y organizar los programas, servicios y acciones 

de salud y promover la participación popular en defensa de la misma. 

Los ciudadanos tienen la obligación de acatar las medidas sanitarias que se 

determinen. 

 

Artículo 61. El Estado garantiza a los nicaragüenses el derecho a la seguridad 

social para su protección integral frente a las contingencias sociales de la vida 

y el trabajo, en la forma y condiciones que determine la ley. 

 

Artículo 62. El Estado procurará establecer programas en beneficio de los 

discapacitados para su rehabilitación física, sicosocial y profesional y para su 

ubicación laboral. 

 

Artículo 71. Es derecho de los nicaragüenses constituir una familia. Se 

garantiza el patrimonio familiar, que es inembargable y exento de toda carga 

pública. La ley regulará y protegerá estos derechos. 

La niñez goza de protección especial y de todos los derechos que su condición 

requiere, por lo cual tiene plena vigencia la Convención internacional de los 

derechos del niño y la niña. 

 

Artículo 74. El Estado otorga protección especial al proceso de reproducción 

humana. 

La mujer tendrá protección especial durante el embarazo y gozara de licencia 

con remuneración salarial y prestaciones adecuadas de seguridad social. 
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Nadie podrá negar empleo a las mujeres aduciendo razones de embarazo ni 

despedirlas durante éste o en el periodo postnatal; todo de conformidad con la 

ley. 

 

Artículo 75. Todos los hijos tienen iguales derechos. No se utilizarán 

designaciones discriminatorias en materia de filiación. En la legislación común, 

no tienen ningún valor las disposiciones o clasíficaciones que disminuyan o 

nieguen la igualdad de los hijos. 

 

Artículo 76. El Estado creará programas y desarrollará centros especiales para 

velar por los menores; éstos tienen derecho a las medidas de prevención, 

protección y educación que su condición requiere, por parte de su familia, de la 

sociedad y el Estado. 

 

Artículo 77. Los ancianos tienen derecho a medidas de protección por parte de 

la familia, la sociedad y el Estado. 

 

Artículo 78. El Estado protege la paternidad y maternidad responsable. Se 

establece el derecho de investigar la paternidad y la maternidad. 

 

Artículo 82. Los trabajadores tienen derecho a condiciones de trabajo que les 

aseguren en especial: 

1. Salario igual por trabajo igual en idénticas condiciones, adecuado a su 

responsabilidad social, sin discriminaciones por razones políticas, religiosas, 

sociales, de sexo o de cualquier otra clase, que les asegure un bienestar 

compatible con la dignidad humana. 

2. Ser remunerado en moneda de curso legal en su centro de trabajo. 

3. La inembargabilidad del salario mínimo y las prestaciones sociales, excepto 

para protección de su familia y en los términos que establezca la ley. 

4. Condiciones de trabajo que les garanticen la integridad física, la salud, la 

higiene y la disminución de los riesgos profesionales para hacer efectiva la 

seguridad ocupacional del trabajador. 

5. Jornada laboral de ocho horas, descanso semanal, vacaciones, 

remuneración por los días feriados nacionales y salario por décimo tercer mes 

de conformidad con la ley. 

6. Estabilidad en el trabajo conforme a la ley e igual oportunidad de ser 

promovido, sin más limitaciones que los factores de tiempo, servicio, 

capacidad, eficiencia y responsabilidad. 

7. Seguridad social para protección integral y medios de subsistencia en casos 

de invalidez, vejez, riesgos profesionales, enfermedad y maternidad; y a sus 

familiares en casos de muerte, en la forma y condiciones que determine la ley. 
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Artículo 98. La función principal del Estado en la economía es lograr el 

desarrollo humano sostenible en el país; mejorar las condiciones de vida del 

pueblo y realizar una distribución cada vez más justa de la riqueza en la 

búsqueda del buen vivir. 

El Estado debe jugar un rol facilitador de la actividad productiva, creando las 

condiciones para que el sector privado y los trabajadores realicen su actividad 

económica, productiva y laboral en un marco de gobernabilidad democrática y 

seguridad jurídica plena, que les permita contribuir con el desarrollo económico 

y social del país. 

El Estado debe cumplir a través del impulso de políticas públicas y sociales un 

rol de desarrollo del sector privado, que permita mejorar la funcionalidad y 

eficiencia de las instituciones públicas, simplificando los trámites, reduciendo 

las barreras de entrada a la formalidad, avanzando en la cobertura de la 

seguridad social y las prestaciones sociales, y facilitando el desempeño de las 

empresas formales existentes. 

Esto se impulsará a través de un modelo de alianza del gobierno con el sector 

empresarial pequeño, mediano y grande, y los trabajadores, bajo el dialogo 

permanente en la búsqueda de consensos. 

 

Artículo 105. Es obligación del Estado promover, facilitar y regular la 

prestación de los servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, 

transportes, infraestructura vial, puertos y aeropuertos a la población, y derecho 

inalienable de la misma el acceso a ellos. Las inversiones privadas y sus 

modalidades y las concesiones de explotación a sujetos privados en estas 

áreas, serán reguladas por la ley en cada caso. 

Los servicios de educación, salud y seguridad social, son deberes indeclinables 

del Estado, que está obligado a prestarlos sin exclusiones, a mejorarlos y 

ampliarlos. Las instalaciones e infraestructura de dichos servicios propiedad del 

Estado, no pueden ser enajenadas bajo ninguna modalidad. Los trabajadores 

de la educación y la salud participaran en la elaboración, ejecución y 

seguimiento a los planes, programas y proyectos dirigidos al sector, y se 

regirán por las leyes correspondientes. 

Se garantiza la gratuidad de la salud para los sectores vulnerables de la 

población, priorizando el cumplimiento de los programas materno infantil. Se 

desarrollará el modelo de salud familiar y comunitaria. 

Los servicios estatales de la salud y educación deberán ser ampliados y 

fortalecidos. Se garantiza el derecho de establecer servicios privados en las 

áreas de salud y educación. 

Es deber del Estado garantizar el control de calidad de bienes y servicios y 

evitar la especulación y el acaparamiento de los bienes básicos de consumo. El 

Estado garantizará la promoción y protección de los derechos de los 

consumidores y usuarios a través de la Ley de la materia. 
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Las concesiones de explotación de servicios públicos otorgadas a sujetos 

privados deberán realizarse bajo procesos transparentes y públicos, conforme 

la ley de la materia, debiendo observarse para su operación criterios de 

eficiencia y competitividad, satisfacción de la población y cumplimiento de las 

leyes laborales del país. 

 

Artículo 121. El acceso a la educación es libre e igual para todos los 

nicaragüenses. La enseñanza primaria es gratuita y obligatoria en los centros 

del Estado. La enseñanza secundaria es gratuita en los centros del Estado, sin 

perjuicio de las contribuciones voluntarias que puedan hacer los padres de 

familia. Nadie podrá ser excluido en ninguna forma de un centro estatal por 

razones económicas. Los pueblos indígenas y las comunidades étnicas de la 

Costa Caribe tienen derecho en su región a la educación intercultural en su 

lengua materna, de acuerdo a la ley. 

 

Artículo 180. Las comunidades de la Costa Caribe tienen el derecho 

inalienable de vivir y desarrollarse bajo la forma de organización político-

administrativa, social y cultural que corresponde a sus tradiciones históricas y 

culturales. 

Los miembros de los Consejos Regionales Autónomos serán elegidos por el 

pueblo mediante el sufragio universal, igual, directo, libre y secreto por un 

período de cinco años, de conformidad con la ley. 

El Estado garantiza a estas comunidades el disfrute de sus recursos naturales, 

la efectividad de sus formas de propiedad comunal y la libre elección de sus 

autoridades y representantes. 

Asimismo, garantiza la preservación de sus culturas y lenguas, religiones y 

costumbres. 

 

Artículo 181. El Estado organizara, por medio de una Ley el régimen de 

autonomía para los pueblos indígenas y las comunidades étnicas de la Costa 

Caribe, la que deberá contener entre otras normas: las atribuciones de sus 

órganos de gobierno, su relación con el Poder Ejecutivo y Legislativo y con los 

municipios y el ejercicio de sus derechos. Dicha ley, para su aprobación y 

reforma, requerirá de la mayoría establecida para la reforma a las leyes 

constitucionales. 

Las concesiones y los contratos de explotación racional de los recursos 

naturales que otorga el Estado en las Regiones Autónomas de la Costa Caribe 

deberán contar con la aprobación del Consejo Regional Autónomo 

correspondiente. 

Los miembros de los Consejos Regionales Autónomos de la Costa Caribe 

podrán perder su condición por las causas y los procedimientos que establezca 

la ley. 

 


